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Resumen: Este
artículo tiene como objetivo estudiar la Visita de los oficiales reales en el
Principado de Cataluña durante los siglos xvii-xviii que, a diferencia de los
mecanismos de control de los oficiales públicos de aquellos territorios regidos
por el derecho castellano, ha sido poco trabajada por la historiografía
especializada. A través del análisis no solo de la legislación y el procedimiento
de este sistema de fiscalización, sino también de la actividad de sus oficiales
y de los operadores jurídicos que se vieron envueltos en los procesos de Visita,
se pretende ofrecer una visión lo más amplia posible sobre la institución. Para
ello se analizan las Visitas de 1635-1636 y 1710-1711, respectivamente, que,
aunque tuvieron una misma finalidad ―el
control de los oficiales del rey―,
se rigieron por ordenamientos distintos.
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Abstract: This article aims to study the Visita (inspection) of the
royal officials of the Principality of Catalonia within the 17th and
18th centuries, an institution far less known to the historiography
than its Castilian counterparts. Our goal is to offer a global understanding of
the Visita using not only legal and procedural sources but also showing
the point of view of the agents of the institution and of the people who
interacted with it. In doing so, we focalize our attention in two Visitas,
the one held between 1635-1636 and the one held between 1710-1711,
respectively. Although both inspections had the same final purpose, that is the
control over the public servants of the king, their legal framesets were by no
means different: this offers also an outstanding occasion for a comparative
study.
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1. Introducción


El estudio de los sistemas de control de los oficiales de las
instituciones públicas de la Monarquía Hispánica de los Austrias ha gozado de
un impulso notable en los últimos años, proceso análogo al experimentado por
aquellas investigaciones centradas en el análisis de la cuestión de la
corrupción política durante la Edad Moderna en este mismo espacio político.
Buena prueba de ello lo son no solo la publicación de monografías[1]
y artículos científicos[2] dedicados a desmenuzar
las características de visitas, pesquisas y juicios de residencia, sino también
la celebración de congresos[3] y la existencia de
proyectos de investigación[4] dedicados a ello. Esto ha
permitido la elaboración de interesantes estados de la cuestión sobre sistemas
de fiscalización y corrupción, realizados, respectivamente, por G. Macri[5]
y F. Andújar, A. Feros y P. Ponce[6].


Todos estos estudios, sin embargo, han tendido a focalizar su
atención en aquellos territorios de la Monarquía caracterizados por la
aplicación del derecho público de matriz castellana, siendo mucho menos conocidos
aquellos mecanismos fiscalizadores oriundos de territorios como los de la
antigua Corona de Aragón, los cuales se caracterizaron por la existencia de un
derecho público, si bien emparentado, distinto al castellano. En este sentido,
dos de los mecanismos de control que muy probablemente han recibido menos
atención por parte de la historiografía especializada son aquellos que con
anterioridad al Decreto de Nueva Planta de 1716 se dirigían contra los
oficiales reales del Principado de Cataluña, esto es, la purga de taula
y la Visita Real.


El más antiguo de ambos sistemas fue el conocido como purga
de taula. Esta modalidad de fiscalización afectaba a los oficiales
temporales de jurisdicción real una vez estos finalizaban su cometido[7].
Sin embargo, con la llegada de la modernidad y el crecimiento y reorganización
de la administración real sancionada por Fernando el Católico y los primeros Austrias,
el sistema de la purga de taula fue progresivamente puesto en entredicho.
Para solucionar sus carencias, en 1599 las Cortes catalanas establecieron el procedimiento
conocido como «Visita Real»[8]. En este caso, el
desarrollo de la fiscalización quedaba en manos de un oficial de alto rango de
la monarquía, el cual no podía ser natural del Principado de Cataluña ni tener
en él posesiones territoriales. Tampoco podía tener pleitos vigentes instados
ante la Real Audiencia de Cataluña ni ser inquisidor o comisario de la Santa
Inquisición. Durante un período de nueve meses, el visitador recibía las
denuncias, las sustanciaba, escuchaba las defensas de los acusados y con otros
dos doctores en derecho originarios de cualquiera de los territorios de la
Corona de Aragón ―los
cuales no podían ser ni catalanes ni miembros del Consejo Supremo de Aragón― publicaba las sentencias,
ante las cuales cabía la posibilidad de apelación ante el Consejo Supremo de
Aragón[9].


Los pocos autores que hasta el momento han analizado el
sistema de la Visita Real aprobada en las Cortes Catalanas de 1599 han ofrecido
puntos de vista dispares sobre la misma. Por un lado, John H. Elliott[10],
Jesús Lalinde[11], Mireille Peytavin[12]
y, en buena medida, Víctor Ferro[13], destacaron hace ya
algunos años las dificultades de aplicación de un sistema en el que los
principales oficiales del rey en el principado ―los
magistrados de la Real Audiencia de Cataluña―
se confabulaban para conducir al fracaso las indagaciones del visitador. Por
otra parte, más recientemente, Sixto Sánchez-Lauro ha constatado que, si bien
el sistema tuvo carencias atribuibles a su «formalismo regulador», en buena
medida podríamos afirmar que la Visita aprobada en 1599 se erigió como un
baluarte ante los excesos cometidos por los oficiales del rey en el principado,
contribuyendo a limitar toda clase de abusos y corruptelas[14].


El objetivo del presente artículo es el estudio de la Visita
de los oficiales reales en el Principado de Cataluña durante el siglo xvii. Para ello, nos centraremos en primer
lugar en el análisis de la Visita Real de 1635-1636, liderada por el regente
del Consejo Supremo de Aragón, don Matías de Bayetolá y Cabanillas. La elección
de esta fiscalización en concreto viene motivada por distintas razones:


1. En primer lugar, por el contexto en el que se desarrolló.
Si bien los años treinta del siglo xvii
estuvieron caracterizados en buena medida por los distintos choques
jurisdiccionales entre la Monarquía y las instituciones regnícolas, se trata
sin duda de un momento en el que dichas instituciones ―entre ellas la propia Visita de los oficiales
reales, claro está― y
el derecho sancionados por las Cortes catalanas de 1599 se encuentran en su
fase de madurez[15].


2. Un segundo argumento a la hora de elegir la Visita de
1635-1636 es el importante registro documental conservado en los legajos 235,
236 y 280 de la sección «Consejo de Aragón» del Archivo de la Corona de Aragón
relacionado con esta inspección, especialmente por lo que respecta a la
correspondencia que el regente Bayetolá mantuvo durante la misma con el
secretario real Juan Lorenzo de Villanueva. Esta documentación permite
evidenciar la distancia existente por una parte entre la norma y la práctica y,
por otra parte, entre cómo se concebía la Visita en el centro político de la
Monarquía y en el territorio dónde debía aplicarse, respectivamente.


3. Finalmente, un tercer elemento de interés en relación con
la Visita de 1635-1636 no es otro que el hecho de que el visitador don Matías
de Bayetolá y Cabanillas compaginara su rol de fiscalizador con el de encargado
de realizar las levas de los ejércitos del rey en Cataluña[16],
cuestión que, como veremos, llegó a eclipsar su cometido principal durante
algunos meses.


Una segunda parte del artículo la dedicaremos a analizar el
nuevo sistema de Visita Real acordada en el marco de las Cortes catalanas de
1701-1702, con el objetivo de establecer una primera comparación con el sistema
precedente. Para ello estudiaremos sucintamente su legislación y procedimiento
judicial, y examinaremos las sentencias de la única de las Visitas de los
oficiales reales en Cataluña del siglo xviii,
para la cual contamos con documentación consultable, esto es, la de 1710-1711.
Por último, se plantearán las conclusiones pertinentes.







2. La Visita de los oficiales reales del Principado de Cataluña de
1635-1636


El 4 de julio de 1633 se celebró una reunión del Consejo
Supremo de Aragón en la que, entre otras cuestiones, se abordó la necesidad de
realizar una Visita de los oficiales que la Monarquía tenía bajo su jurisdicción
en el Principado de Cataluña[17]. En ella se recordaba
que si bien las Cortes catalanas de 1599 aprobaron un Capítulo de Corte ―5/1599― en el que se disponía que
debía realizarse una fiscalización de los oficiales del rey cada seis años,
cierto es que la última había tenido lugar en 1614 y desde 1619 la cuestión se
había venido aplazando porque «la experiencia ha mostrado que estas Visitas no
son de ningún provecho, como se ha visto en las pasadas, y que no sirven sino
de desautorizar a los ministros»[18]. Con todo, esta
situación había cambiado en 1633: en esta ocasión las demandas de los diputados
de la Generalitat de Catalunya ―entre
cuyas obligaciones estaba el hecho de instar las Visitas Reales si la propia
Monarquía no las realizaba una vez pasados los seis años desde la última de
ellas― parecían
justificadas, puesto que, según se apuntaba desde el Consejo Supremo de Aragón,
a lo largo de los últimos años la administración de la justicia se había
caracterizado por su lentitud, así como las necesidades económicas de la
Monarquía hacían necesario actualizar el estado del Real Patrimonio en los
territorios catalanes. Es por ello por lo que el Consejo propuso seis
candidatos como visitador: los regentes Francisco de Castellví, Francisco de
Vico, Matías de Bayetolá y Melchor Sisternes, el regente la Cancillería en el reino
de Mallorca, Jacinto Valonga y el doctor Juan Blasco, de la Real Audiencia del
reino de Valencia; resultó finalmente elegido el regente Bayetolá.


2.1. Dificultades económicas y procesales en un contexto
político adverso


El estudio de la correspondencia que regularmente envió el
regente don Matías de Bayetolá a la corte de Madrid durante los más de
dieciséis meses que permaneció en Cataluña para desarrollar sus tareas como
visitador y como agente del monarca encargado de levantar tropas para servir en
el extranjero, permite constatar ya de buenas a primeras que la aparente
racionalidad con la que se había diseñado el sistema de la Visita Real durante
las Cortes catalanas de 1599 podía generar en la práctica situaciones que
dificultaban enormemente el desarrollo de la inspección. Buena muestra de ello
son los apuros económicos que padeció su ministerio desde sus fases iniciales.


En efecto, ya a principios del mes de septiembre de 1635 ―momento en el cual la Visita
aún se encontraba en su fase preliminar―
el regente Bayetolá escribía a Felipe iv
quejándose del hecho de que los diputados de la Generalitat ―encargados de la
financiación de la Visita―
se negaban a sufragar los salarios de los asesores extraordinarios de la Visita,
así como el coste de cualquiera de los oficiales que esta necesitara para que
visitaran la administración del Real Patrimonio distribuida a lo largo y ancho
del Principado y Condados[19]. Según parece, los
diputados alegaban que una sentencia de la Visita del General les impedía
transferir dinero a la Visita Real allende aquellos presupuestos establecidos
en el Capítulo de Corte 5/1599 ―stricto
sensu el salario y dietas del propio visitador y los dos jueces que tenían
que ayudarle a sentenciar las querellas instruidas durante la Visita―[20].
Para el regente Bayetolá la actitud de los diputados suponía un contratiempo
notable para la Visita, puesto que esta necesitaba servirse tanto de juristas
locales que le ayudaran a lidiar con las particularidades del sistema legal
catalán, como de delegados que visitasen las distintas estaciones catalanas del
Real Patrimonio, en tanto que el visitador no podía dirigir personalmente estas
inquisiciones al estar obligado a residir en la ciudad de Barcelona durante los
nueve meses del procedimiento[21]. Es por este motivo por
el que el visitador pedía que Felipe iv
escribiera a los diputados «mandándoles que no alteren ni innoven lo que
siempre se ha acostumbrado, ni impidan con indirectos el progreso y debida
ejecución de la Visita […] mandándoles ministren todo lo necesario para dicho efecto».


La situación parece que aún no había mejorado a mediados de
octubre de 1635. Según la letra que don Matías de Bayetolá envió en esta
jornada al secretario real Juan Lorenzo de Villanueva, los diputados aún no
habían mudado su parecer; y aunque días antes Felipe iv había respaldado al visitador asegurándole que en el caso de
que los diputados no dieran su brazo a torcer podía utilizar a los oficiales de
las veguerías catalanas como delegados de la Visita, el regente consideraba que



esta materia […] no es para fiarla ni delegarla a los
ordinarios, porque demás que son hombres legos e insuficientes para ello, no es
cosa que se pueda fiar a los que por particulares respectos, parentesco o
amistad puede ser contingente que no hagan cosa a derechas[22]. 


Las quejas del visitador para con esta cuestión se alargaron
hasta principios del mes de noviembre[23], momento a partir del
cual otras cuestiones parecen haber protagonizado el día a día de la
fiscalización. En buena medida, este cambio de actitud puede explicarse por el
hecho de que, en efecto, los diputados acabaron transfiriendo el dinero solicitado
por la Visita, un total de        16 054 libras barcelonesas[24],
una cantidad que, aun siendo elevada, no satisfizo plenamente las pretensiones
del regente Bayetolá[25].


Un segundo elemento que dificultó el avance de la Visita no
fue otro que el de la particular situación que, al iniciarse la inspección,
vivían los magistrados de la Real Audiencia de Cataluña, recientemente trasladados
de Barcelona a Gerona como castigo impuesto por Felipe iv a las instituciones catalanas por sus continuados envites
contra el poder real[26]. Esta circunstancia, que
había podido sortearse durante la fase de la ofensa gracias al uso de los
agentes delegados y de licencias puntuales concedidas a los doctores del
tribunal real para que acudiesen a declarar a Barcelona[27],
suponía un reto de envergadura en vistas a la fase de la defensa, durante los tres
meses de la cual los acusados debían residir en la ciudad condal para poder comparecer
ante el tribunal de la Visita cuando se les requiriese. Ello motivó una
consulta del Consejo Supremo de Aragón en la que el parecer mayoritario ―secundado por el duque de
Alburquerque, el regente Francisco de Castellví, el protonotario Jerónimo de
Villanueva y el regente Morlanes―
apostó por conceder el retorno a Barcelona a los jueces de la Audiencia durante
las vacaciones de Navidad ―«y
cuando fuese necesario tomar diez o quince días más»―, para que pudieran prestar declaración ante
el visitador y defenderse de las acusaciones vertidas por las partes instantes.
En aquellos casos en los que ante la magnitud de las acusaciones dicho plazo no
fuera suficiente, el visitador podía conceder permiso a los acusados para
trasladarse puntualmente a Barcelona, siempre dentro de los tres meses «que
tienen por constitución para su defensa»[28].


La resolución del Consejo Supremo de Aragón no fue bien
recibida por parte de los afectados. La propuesta implicaba, aunque fuera
implícitamente, que los acusados se defendieran mediante procuras, situación
que fue denunciada en una carta que estos enviaron a Felipe iv a finales del mes de enero de 1636[29].
Para los doctores de la Real Audiencia su fidelidad a la Monarquía estaba libre
de cualquier duda ―como
bien demostraban ejerciendo sus oficios en Gerona, donde sus salarios habían
disminuido fruto de la poca actividad que el tribunal tenía allí―; más aun, el hecho de
imposibilitarles ejercer su defensa personalmente había de redundar, decían, en
la pérdida de su reputación como juristas. La misiva fue discutida en el seno
del Consejo Supremo de Aragón a principios de febrero, pero en ella no se
tomaron medidas concluyentes[30].


Sin embargo, las dificultades para adecuar el procedimiento
de la Visita Real a las circunstancias extraordinarias en las que se encontraba
la Real Audiencia de Cataluña trasladada a Gerona no fueron la única situación
que molestó a los doctores del tribunal real. En efecto, aquello que realmente
les enervó fue el hecho de que en muchas de las sentencias promulgadas por el
regente Bayetolá junto a sus conjueces, Jacinto Ortín y Fernando Azcón, se
incluyeran recomendaciones ad futurum, aún cuando «no·s pot ab les
sentènties de visites ordenar per lo esdevenidor»[31]. A
lo largo de los nueve meses que había durado la Visita, el regente Bayetolá
había juzgado un total de ciento tres querellas, treinta y tres de las cuales
fueron dirigidas contra los doctores de la Real Audiencia. De estas, solamente
tres terminaron en condena[32]. El contenido de las
acusaciones era dispar: desde disfunciones de tipo administrativo tales como no
haber compilado las decisiones del tribunal cada tres años[33],
al hecho de haber ejercido el oficio de juez «apacionadament», reduciendo o
alargando la decisión de las causas atendiendo a intereses particulares[34].
Lo que era común a todas las causas contra los miembros de la Real Audiencia
según el visitador es que «llegado a preguntarles sus excesos y delictos, todos
niegan la verdad, aunque sea con juramento de que sean buenos testigos»[35].


Es muy plausible que ante esta situación, que le obligaba a
absolver a los acusados si no aportaba pruebas muy concluyentes, el visitador
optara por incluir una condena «implícita» en la absolución, esto es, obligar a
los visitados a modificar comportamientos que habían motivado querellas, pero
que no se habían podido probar durante el juicio, y todo ello a través de las
recomendaciones ad futurum. El problema para los intereses del regente
Bayetolá es que este tipo de adiciones a las sentencias de Visita se
consideraban como nulas en Cataluña desde la Visita del General de 1620-1621,
fiscalización en la que esta misma cuestión ya enfrentó a fiscalizadores y
fiscalizados, que dirimieron sus menos y sus más ante los doctores de la Real
Audiencia. En aquella ocasión, los magistrados, que actuaban como consultores
expertos en Derecho, decretaron que las sentencias de Visita podían corregir
disfunciones, pero en ningún caso innovar sobre aquellas disposiciones
establecidas en Cortes[36]. Este mismo episodio era
recordado por el regent la Reial Cancelleria de Cataluña, Miquel Sala,
en una carta enviada a principios de julio de 1636 al canciller Francesc
d’Erill[37]. En ella, aseguraba que
las pretensiones de los jueces de la Visita implicaban «posar-se en lo que
no·ls toca», y aprovechaba la ocasión para quejarse del hecho de que si bien la
fiscalización había terminado, el regente Bayetolá seguía en el Principado ―«me apar lo senyor
visitador may dexarà lo càrrech»―
y sentenciaba que «grans inconvenients ha causat esta Visita». 


Las disputas entre el regente Bayetolá y los doctores de la
Real Audiencia incluso llegaron a ser motivo de discusión en Madrid. En este
sentido, el Consejo Supremo de Aragón se reunió el 7 de julio de 1636 para
remediar los excesos de los oficiales del rey en Cataluña a pesar de lo
sentenciado en el marco de la Visita; para ello confiaban en que el visitador
pudiera informarse sobre las «cosas de que están judiciados [los doctores de la
Real Audiencia] que no se han puesto en proceso y el fundamento que tienen», ya
que 


lo que a esto mueve al Consejo es tener aquí aviso de lo
que hubiere por persona tan fidedigna como el regente, para que con ello se vea
lo que conviene proveer en todo, siendo como se entiende ser cierto que por
tela de juicio y proceso no se averigua en estos casos lo que es digno de
castigo y remedio en las provincias[38].


Pocos días después, don Matías de Bayetolá atendía a las
peticiones del Consejo a través de una carta escrita al secretario Juan Lorenzo
de Villanueva en la que aseguraba que estaba llevando a cabo las diligencias
necesarias para obtener información sobre el comportamiento de los miembros de
la Audiencia[39]. Aunque no podía aportar
datos concluyentes, de los catalanes decía que eran «gente terrible» y
apoyándose en unas palabras al parecer pronunciadas por el mismísimo conde-duque
de Olivares añadía que «los peores eran los ministros». Para respaldar este
juicio, el regente Bayetolá aprovechaba la ocasión para relatar un hecho acaecido
durante los interrogatorios hechos al doctor Ramón Rubí de Marimon acerca de la
querella sobre la contravención de la Real Pragmática de 11 de julio de 1630[40].
Siempre según el relato del visitador:


ponderando él algunas razones no relevantes, le dije: ¡por
lo menos, doctor don Ramón Rubí, no me puede negar v. m. que debiera la
Audiencia consultar a su majestad lo que agora informa v. m. fundado en
derecho, para que su majestad lo mandara considerar y de nuevo se consideraran
esas razones! Y de no haberlo hecho no se pueden excusar v. ms. de una grande
omisión. A esto respondió: que esta Audiencia nunca había consultado ni
consultaría a su majestad sobre esta ni otras cosas, ni era estilo. ¡Mire v. m.
qué bríos tienen estos ministros![41].


La actitud del doctor Rubí de Marimon fue severamente
castigada por Felipe iv, que le
suspendió como doctor de la Audiencia de manera indefinida[42].
Poco más sabemos de las gestiones hechas por el regente Bayetolá para con este
asunto; a mediados del mes de septiembre de 1636 informaba de que la cuestión
de las apelaciones de la Visita seguía su curso[43].
Pocos días después pedía permiso al rey para volver a Madrid, considerando ya
fenecidos sus trabajos en el Principado[44], permiso que se le
concedió una vez terminadas sus gestiones relacionadas con el reclutamiento de
tropas para los ejércitos del rey[45].


2.2. Visitador… y reclutador para los ejércitos del rey.
El singular cometido de don Matías de Bayetolá y Cabanillas


Como decíamos en la introducción de este artículo, una de las
características de la Visita Real de 1635-1636 fue el doble rol ―visitador-reclutador para
los ejércitos del rey―
ejercido por el regente Bayetolá. Sobre esta cuestión ―estudiada hace algunos años con detalle por M.
Güell―[46]
nada se decía en el Capítulo de Corte 5/1599 ―recordemos,
aquél referente a la Visita―
ni en las instrucciones dadas al visitador antes de iniciar su ministerio en
Barcelona. En realidad, la idea de «cargar sobre los hombros» del visitador
dicha leva debe atribuirse al virrey duque de Cardona. La primera noticia que
tenemos de ello se contiene en una carta que Matías de Bayetolá envió a Juan
Lorenzo de Villanueva a principios del mes de noviembre de 1635. En ella, el
regente-visitador se quejaba de las dificultades que este quehacer le estaba
comportando, máxime teniendo en cuenta «la ferocidad desta gente, que tan
terrible es de condición» y que «quieren ahí [en la corte], que la leva se haga
de milagro, sin remitir dinero para ella»[47]. A pesar de ello,
a mediados del mes de febrero de 1636 Bayetolá había conseguido levantar un
total de quinientos veintisiete soldados[48]. El sistema
empleado para satisfacer la petición del rey de obtener ochocientos soldados en
el Principado de Cataluña consistió en otorgar remisiones de penas a cambio del
servicio militar, ya fuese este personal o aportando un determinado número de
hombres a los ejércitos reales. Sin embargo, esta solución pactada entre la
Monarquía y Bayetolá, aunque se estaba demostrando relativamente efectiva, no
era del agrado del virrey Duque de Cardona, que se oponía a firmar algunas de
las remisiones. En este sentido, en la misiva que Bayetolá envió a Felipe iv el 23 de febrero de 1636 se pedía ya
abiertamente que «si el duque no ha de firmar las remisiones que tengo pactadas
y están pagadas con soldados entregados, suplico a V. M. me de licencia para enviar
a V. M. la memoria de las concedidas para que ahí se hagan los despachos»[49].


Con el paso de los meses la relación entre el visitador y el
virrey no hizo más que empeorar. A principios del mes de marzo, Bayetolá
acusaba veladamente al duque de Cardona de guiarse por intereses de parcialidades.
Si bien añadía que «yo no creo cosa en esta consideración», observaba que «es
necesario que su majestad provea de remedio, porque de otra suerte no se puede
hacer su real servicio, pues lo impide quien lo habría de facilitar por el
puesto que tiene y porque fue el Colón que movió este expediente de
remisiones». Y aun sentenciaba que «ni soy ñarro ni cadell, ni he
tenido segundas intenciones, sino sumo […] trabajo por hacer el servicio del
rey»[50]. Semanas más tarde, el duque
de Cardona contraatacaba, haciendo saber a Felipe iv que la dignidad del oficio de lugarteniente general del Principado
de Cataluña ni la de su persona «puede ser llevadero que haya de firmar cosa
que otro ajustare»; si esta tenía que ser la decisión final del monarca, pedía
que se le exonerara del negocio de las levas[51].


A principios del mes de abril la situación entre el duque de
Cardona y el regente Bayetolá seguía siendo muy tensa, hecho que no impidió una
consulta del Consejo Supremo de Aragón en la que se confirmó el uso de
remisiones en aquellos casos de bandolerismo en los que los condenados
aportaran tropas a los ejércitos del rey[52]. Gracias a una
carta con fecha de 5 de julio de 1636 que el visitador envió a Felipe iv sabemos que ya se habían superado
los ochocientos reclutados[53]. Sin embargo, las
dificultades para encontrar nuevos soldados se hacían cada vez más patentes,
principalmente por «la aversión que hay en esta provincia para salir fuera» a
servir al rey y porque ya no se encontraban candidatos para las remisiones a
cambio de hombres[54]. La necesidad de levantar
más tropas para «salvar la Monarchía del último y mayor aprieto que jamás se ha
visto» llevó a que Felipe iv
ordenara que se aceptasen ventas de oficios, incluso sabiendo que las constituciones
catalanas prohibían dicho extremo, tal y como le recordó el propio Consejo
Supremo de Aragón[55]. 


Sea como fuere, todo parece indicar que en el decurso de las
siguientes semanas la posición de don Matías de Bayetolá empezó a debilitarse,
especialmente después del episodio en el cual las galeras del capitán don
Felipe de Silva desembarcaron parte de las levas del regente en Colliure con la
consecuente deserción de gran parte de la soldadesca al saberse cerca de su
hogar[56]. El nuevo contexto
parece haber dado renovadas energías al duque de Cardona quien, a finales del
mes de septiembre, escribía a Felipe iv
alabando el trabajo realizado por el regente Bayetolá para acto seguido
ofrecerse como encargado de las nuevas levas venideras y pedir el
licenciamiento del visitador[57]. La propuesta del virrey
fue recibida de manera favorable en el seno del Consejo Supremo de Aragón[58].
El cambio de tornas disgustó sobremanera al visitador; el enfrentamiento con el
duque de Cardona se prolongó aún a lo largo del mes de octubre de 1636, y se le
puso punto y final a principios de noviembre con la licencia de Felipe iv para que el primero volviese a
Madrid[59].


2.3. El componente político de la Visita. El Consell de Cent y el caso de la clau
de comte


Uno de los elementos clave a la hora de analizar la Visita de
los oficiales reales del Principado de Cataluña reside en entrar a considerar
el uso político de un proceso que, si hacemos caso a la legislación que lo configuraba,
se pretendía eminentemente jurídico. En este sentido, la discusión en el seno
del Consejo Supremo de Aragón acerca de la admisión de la querella de la clau
de comte presentada por la ciudad de Barcelona contra diversos oficiales
reales del Principado, resulta un ejemplo magnífico de hasta qué punto la
Monarquía podía hacer un uso discrecional del proceso fiscalizador.


Para comprender mejor el contexto que englobó esta
problemática debemos retroceder a principios del siglo xvii. Por todos son conocidos los esfuerzos de la Monarquía
durante los últimos años del reinado de Felipe iii y el inicio del reinado de su sucesor para conseguir más
y mejores ingresos que le permitieran afrontar su delicada situación internacional.
En este sentido, ya durante los virreinatos de los duques de Alburquerque
(1615-1619) y Alcalá (1619-1622) tuvo lugar una renovada ofensiva para exigir
el impuesto del quinto a los municipios catalanes[60].
El impuesto, que se remontaba a inicios del siglo xv y que grababa una quinta parte de los ingresos de las
poblaciones de jurisdicción real del Principado de Cataluña, había sido usado
más como un arma para comprar la obediencia de las villas y ciudades en
determinados momentos, que como una exacción al uso. Sin embargo, a inicios del
siglo xvii las necesidades
económicas de la Monarquía la habían llevado a exigir el pago y las cantidades
atrasadas a todas las poblaciones que no pudiesen demostrar legalmente que
estaban exentas de ello. Claro que una cosa era exigir tributos a pequeñas poblaciones
con apenas influencia en la vida pública catalana y otra muy distinta
enfrentarse a la todopoderosa Barcelona: durante las tres primeras décadas del
siglo xvii la ciudad condal
siempre había conseguido evitar el pago del tributo. 


Ello no fue óbice, sin embargo, para que en junio de 1634 la
Monarquía volviera a intentar el cobro mediante el procedimiento de la clau
de comte. Así, se ordenó al mestre racional Guerau de Guardiola, al abogado
del Reial Patrimoni Felip Vinyes y al asesor de la Batllia General
Joan Pau Xammar que procedieran a la apertura de los archivos municipales de la
ciudad en virtud del derecho de la clau de comte, prerrogativa que
permitía al monarca conocer las cuentas de una ciudad de jurisdicción real
siempre y cuando estas presentaran un balance negativo y hubiera oposición en
mostrarlas. A pesar de ello, el intento de acceder a los archivos por parte de
los oficiales del rey fracasó gracias a la oposición de los consellers
de Barcelona y la contestación popular, que llevaron al virrey duque de Cardona
a descartar el uso de la fuerza para evitar el estallido de un motín que
pudiera coincidir con la más que previsible invasión francesa en la siguiente
campaña militar[61].


Cabe decir que los consellers no se dieron por
satisfechos con haber impedido la revisión de las cuentas de la ciudad. Es más,
aprovechando la celebración de la Visita Real de 1635-1636, presentaron
diversas querellas contra todas aquellas actuaciones cometidas por oficiales
del rey consideradas como «abusivas», entre ellas, una contra Guerau de
Guardiola, Felip Vinyes y Joan Pau Xammar precisamente por el episodio de la clau
de comte[62].


En el escrito de acusación presentado por el síndico de la
ciudad condal[63], los tres oficiales del
rey eran acusados de haber irritado «al pueblo» con su intento de requisar los
libros de cuentas municipales, actuación que se guiaba «per sos privats
respectes y contra lo intent de sa Magestat». Aun a sabiendas del hecho que la
actuación de Guerau de Guardiola, Felip Vinyes y Joan Pau Xammar había sido
ordenada desde Madrid, el síndico barcelonés les acusaba de actuar en beneficio
propio en contra de aquello pretendido por el guardián del interés común, el
monarca. Este punto nos parece sumamente interesante porque podemos observar
que, para hacer prosperar la querella, la ciudad entendía que debía enfatizar
que los oficiales reales habían atentado contra el garante del bien común ―el rey―, y esto solamente podía
darse en el supuesto de que estos se hubiesen guiado por intereses privados; en
resumen: se contraponía una idea de bien común, entendida como aquello bueno y
deseable, a la idea del interés privado, considerado como malo y detestable[64].
Seguía el síndico de Barcelona asegurando que la aplicación del procedimiento
de la clau de comte se había hecho en contra de toda regla de derecho
imperante en el Principado de Cataluña, puesto que esta era solamente aplicable
en aquellos casos en los que la población requerida fuera deudora del fisco
real y se opusiera a mostrar sus cuentas, supuestos ambos que no se daban en el
caso barcelonés. La ciudad nunca había intentado impedir las resoluciones del
rey e incluso se había caracterizado a lo largo de los siglos por los numerosos
servicios «en augment de la real corona de son rey y señor natural». Es por
ello por lo que la resolución tomada por el mestre racional, el abogado del Reial
Patrimoni y el asesor de la Batllia General había sido totalmente
desproporcionada, máxime teniendo en cuenta el estado actual de la «república»,
en el que se tenía por muy conveniente el hecho de evitar «escàndols» que podían
poner en peligro «la quietud y pau pública de dita ciutat» y conducir a la
«total ruïna de tot lo Principat de Catalunya». En definitiva, Barcelona pedía
que el proceso de la clau de comte fuera revocado y sus promotores
castigados con la privación del oficio.


Según el Capítulo de Corte 5/1599, los escritos de acusación
contra los oficiales reales en el marco de la Visita podían presentarse ex
oficio, a instancia del fisco o a instancia de parte, quedando el visitador
encargado de recibir las ofensas y las defensas que se derivaran de dichos
escritos de acusación[65]. No obstante, nada más
recibir el escrito del síndico de Barcelona, el visitador Matías de Bayetolá
escribió a Felipe iv para exponerle
las dudas que le generaba el hecho de tener que admitir una querella que tenía
«por muy insolente». En este sentido, consideraba el regente-visitador que
habiendo sido las circunstancias otras no hubiera dudado en no admitir el
escrito presentado por Barcelona; sin embargo, Bayetolá era consciente del
hecho de que la querella había sido respaldada por la mayoría de los dirigentes
de la ciudad condal, siguiendo el consejo de los mejores letrados catalanes,
por lo que «no admitiéndola tendrán osadía para pretender y decir que no se les
hace justicia ni se cumple con lo que en nombre de V. M. se contiene y se ha
mandado publicar en los pregones» de la Visita[66].


La admisión a trámite de la querella presentada por el
síndico de Barcelona fue vivamente debatida en el seno del Consejo Supremo de
Aragón en una consulta fechada a 23 de noviembre de 1635[67]. Previamente,
el virrey duque de Cardona se había mostrado desfavorable a la admisión a
trámite de la denuncia[68], mientras que el Consell
de Cent se había quejado ostensiblemente por las dilaciones derivadas de la
indecisión a la hora de admitir el proceso[69]. Para la mayoría
de los consejeros de Felipe iv
«de ninguna manera» debían admitirse las acusaciones presentadas por el síndico
de Barcelona contra los oficiales de su majestad[70].
Los tres oficiales acusados habían actuado cumpliendo órdenes del rey, hecho
que de por sí les libraba de cualquiera fiscalización. Es más, la ciudad había
generado un tumulto para impedir su actuación que, a pesar del hecho de haber
instado el procedimiento de la clau de comte, no habían podido aplicarlo,
«cosa tan escandalosa que obligó a que la Audiencia Criminal recibiese
información y hiciese proceso de regalía contra los culpados en aquél exceso».
En el fondo, lo único que pretendía la ciudad era librar a los acusados del
proceso de regalía mediante la querella contra los instigadores de la clau
de comte: si se les concedía el hecho que la actuación del mestre racional,
el asesor de la Batllia General y el abogado del Reial Patrimoni
había sido ilegal, no podría sustentarse el proceso ante la Audiencia. En resumen:
la ciudad pretendía defenderse de sus culpas mediante el ataque a los oficiales
del rey y, consecuentemente, la querella debía declinarse. 


A la resolución de la mayoría se opusieron el duque de
Alburquerque y el protonotario Jerónimo de Villanueva. Opinaban estos
consejeros que las bondades de la actuación de Guerau de Guardiola, Felip
Vinyes y Joan Pau Xammar estaban fuera de discusión, sugiriendo que debían ser
recompensados. Sin embargo, consideraban que se debía «excusar a la ciudad del
delicto que se le imputa, por ser de la calidad que es» ―político, se entiende―, especialmente teniendo en cuenta que con la
querella esta intentaba zanjar una cuestión altamente delicada. Por ello,
consideraban que, siempre y cuando los oficiales del rey no resultaran perjudicados,
la querella debía admitirse a trámite. Varias semanas más tarde Matías de
Bayetolá insistía en esta dirección, siendo partidario de permitir la querella
y en todo caso «desengañar» a la ciudad en el momento de la sentencia[71],
siendo esta la solución adoptada en última instancia. En la sentencia,
publicada el 26 de junio de 1636, se declararon tres cuestiones: en primer
lugar, se declinó la petición cursada a principios de marzo de 1636 por el
síndico de Barcelona de retirar la querella[72]; en segundo lugar,
se absolvió a los oficiales reales, considerando que habían actuado rectamente
en el ejercicio de su oficio de acuerdo con las constituciones del Principado
de Cataluña; finalmente, se condenó a la ciudad de Barcelona a pagar el coste
del procedimiento[73].


Bajo nuestro punto de vista, la discusión en torno a la
admisión de la querella de la clau de comte es ilustrativa del uso
político de la Visita por parte tanto de la administración del rey como por
parte de las instituciones regnícolas. Asimismo, también demuestra hasta qué
punto diferían las concepciones que ambos poderes ―rey y reino―
tenían acerca de la institución fiscalizadora: mientras que el primero la
concebía como un mecanismo para obtener información sobre el funcionamiento de
las instituciones y comportamiento de los oficiales situados bajo su
jurisdicción, el reino consideraba la Visita principalmente como un mecanismo
para corregir los agravios generados por las actuaciones de los oficiales del
rey[74]. Y el lugar donde más
patentes se hicieron las consecuencias de esta distancia de percepción de unos
y otros no fue otro que el de las sentencias promulgadas por el ente
fiscalizador.


2.4. Los procesos y sentencias de la Visita: el retrato
de un sistema de  fiscalización


A poco de finalizar los nueve meses que englobaban las fases
de la ofensa, la defensa y la elaboración de las sentencias, solamente quedaba
ya proceder a su publicación, tal y como explicaba el visitador Bayetolá en una
carta enviada al secretario Juan Lorenzo de Villanueva a finales del mes de
mayo de 1636[75]. Los trabajos
relacionados para con esta cuestión podían demorarse algunas semanas,
especialmente si el volumen de querellas había sido elevado, como fue el caso
de la Visita de 1635-1636[76]. Nuestro objetivo a lo
largo de los siguientes párrafos es hacer un breve repaso a las sentencias
publicadas durante esta fiscalización. Para ello, nos hemos servido de la
información contenida en los 103 procesos de la Visita Real de 1635-1636
conservados en la sección Real Visita (rv)
del Archivo de la Corona de Aragón, en concreto las carpetas comprendidas entre
las signaturas rv 50 y 65[77].


Del total de 103 procesos consultados un total de 91, el
88,34%, fueron sentenciados. De los 91 sentenciados, 77, el 84,61%, terminaron
en absolución, 13 en condena, el 14,28% y 1, el 1,09%, en remisión a cambio de
soldados para servir en los ejércitos del rey antes de la condena. Si nos
fijamos en los procesos sobre la base de la parte instante, vemos que un total
de 52 fueron instados por el fisco, el 50,48%, y 51 por particulares, el
49,51%. Por lo que respecta a aquellos instados por el fisco 45, el 86,53%,
fueron sentenciados, 36 de los cuales terminaron en absolución, el 69,23%, 8 en
condena, el 15,38%, y 1, el 1,92%, en remisión antes de la condena a cambio de
soldados para servir en los ejércitos del rey. En cuanto a los instados por
particulares, de 46 procesos sentenciados, el 90,19% del total, 41, el 89,13%,  terminaron
en absolución y 5 en condena, el 10,86%.


De los datos ahora mencionados se infieren, por lo menos tres
grandes ideas. 1. En primer lugar, el elevado porcentaje de querellas
sentenciadas, consecuencia de un proceso de Visita caracterizado por el rigor
de los plazos establecidos por la legislación acordada en Cortes. 2. El también
elevado porcentaje de absoluciones, especialmente en el caso de las querellas a
instancia de parte[78]. Tres son los elementos
que pueden explicar este dato: las limitaciones temporales del procedimiento ―que en muchas ocasiones
impedían indagar sobre algunas de las acusaciones con más profundidad―[79];
la colusión entre acusados y testigos en aras de no favorecer las indagaciones
del visitador[80]; y el poco interés por
parte de la Monarquía en indagar sobre las irregularidades cometidas por
determinados oficiales en materias sensibles a sus intereses, especialmente en
aquellos casos en que la parte instante cuestionaba en su acusación ―aunque fuese
indirectamente― la
jurisdicción del monarca. 3. En tercer y último lugar, cabe destacar el hecho
de que a pesar de existir un cierto equilibrio entre el total de querellas
instadas por las partes y por el fisco, 51-52 y 49,51-50,48%, respectivamente,
podemos constatar que se tendió a condenar un mayor número de querellas en el
caso de las instadas por el fisco, 8 de un total de 45, el 15,38% (5 de un
total de 46, el 10,86% en el caso de las instadas por los particulares). La
explicación a este fenómeno tal vez deba atribuirse a, por ejemplo, el uso de
operadores jurídicos de menor calidad por parte de los particulares o, lisa y
llanamente, porque la Monarquía no estaba interesada en facilitar la
instrucción de unas querellas que podían afectar la autoridad de sus ministros
en el Principado de Cataluña ―sirva
de ejemplo el caso antes analizado de la querella de la clau de comte―.


Un último elemento para destacar a la hora de analizar los
procesos y sentencias de la Visita Real de 1635-1636 es contra quién o quiénes
se dirigieron las querellas. En este sentido, debe remarcarse la preponderancia
de las dirigidas contra los doctores de la Real Audiencia y los oficiales del Reial
Patrimoni de Catalunya. Por lo que respecta a los doctores de la Real
Audiencia se instruyeron 36 procesos, el 34,95% del total de procesos
consultados, 33 de los cuales, el 91,66%, fueron sentenciados; 30 de las
sentencias, el 90,90%, terminaron en absolución y 3, el 9,09%, en condena.
Finalmente, en cuanto a los procesos dirigidos contra los oficiales del Reial
Patrimoni de Cataluña, fueron 20, el 19,41% del total de procesos
consultados, 19 de los cuales, el 95%, fueron sentenciados; un total de 17
sentencias, el 89,47%, terminaron en absolución, siendo condenados los 2 casos
restantes, el 10,52%.







3. El nuevo sistema de Visita de los oficiales reales a principios
del siglo xviii


Las disfunciones detectadas a lo largo del siglo xvii en el proceso de fiscalización de
los oficiales reales del Principado de Cataluña acordado en 1599 fueron el
motivo que llevó a las Cortes catalanas de 1701-1702 a replantear el sistema de
la Visita Real. Los estamentos, considerando que la Visita diseñada en 1599
había sido «de molt poc fruyt y gran gasto», propusieron un nuevo sistema que
tenía que entrar en funcionamiento cada tres años, coincidiendo con el inicio
de un nuevo trienio en el seno de la Diputació del General de Catalunya
o Generalitat. Los nuevos visitadores ―siete
en total― eran
elegidos a medias entre el rey y los diputados de la Generalitat: la
primera vez, el monarca debería elegir cuatro agentes y los diputados tres; la
segunda, tres el rey y cuatro los diputados y así sucesivamente. Los oficiales
de la renovada institución eran elegidos por los propios visitadores, los
cuales disponían de un plazo de nueve meses para instruir los procesos,
escuchar las defensas y dictar las sentencias. En el caso que alguno de los
sentenciados presentara un recurso contra el dictamen de los magistrados, un
nuevo asesor disponía de un plazo de dos meses para sustanciarlo y presentar su
parecer ante los visitadores, que a su vez disponían de otros treinta días para
publicar la sentencia de apelación. Contra esta nueva sentencia no cabía la
posibilidad de apelación[81].


El sistema de la Visita Real acordado en las Cortes de
1701-1702 sintetizó muchas características del procedimiento de la Visita del General
que se venía observando desde las Cortes catalanas de 1599, tales como la
adopción del sistema de la insaculación en la elección de parte de los
visitadores y la totalidad de los oficiales, la división del territorio catalán
en cuatro circunscripciones (veredes) para garantizar la efectividad de
la fiscalización, o la creación de un dietario a imagen y semejanza del de la
Visita del General. Precisamente el estudio del dietario de la Visita Real de
1710-1711[82] nos ha permitido
confirmar estos parecidos que incluso se trasladaron a cuestiones como son el
ceremonial de la institución. En este sentido, las ceremonias del juramento de
los nuevos visitadores, de la publicación de las querellas y de la publicación
de las sentencias, se inspiraron en las ceremonias análogas de la Visita del General[83].
Especialmente interesante resulta el hecho de que la instrucción de los
procesos se encargara a dos visitadores, uno, representante de los elegidos por
el rey, y otro representante de los sorteados por la Generalitat,
evidenciando en todo momento la dualidad de jurisdicciones que fundamentaban el
poder de la nueva Visita Real[84]. Por lo que atañe a la
elección de los oficiales de la institución, una vez configurado el consistorio,
cada visitador proponía un candidato para cada oficio; hecho esto, los nombres
de todos los candidatos para cada oficio se disponían en bolsas y, finalmente,
se extraía a suertes uno de los nombres para cada oficio. Así se garantizaba la
igualdad de oportunidades entre todos los agentes fiscalizadores, sin importar
qué jurisdicción los había elegido ni su condición estamental[85].


Otro de los elementos introducidos en el nuevo sistema de la Visita
Real acordado en las Cortes catalanas de 1701-1702 que se inspiró en la Visita
del General diseñada en 1599 fue el de distribuir cajitas en el edificio donde
residía el consistorio en Barcelona con el objetivo de que se pudieran
depositar en ellas las denuncias contra los oficiales visitados. Ello
garantizaba el anonimato de aquellos denunciantes que no quisieran comparecer
personalmente ante los jueces instructores, que luego decidían si se debía
instar o no la denuncia[86].


Finalmente, cabría añadir que de igual modo que en la Visita
Real establecida por las Cortes de 1599, los diputados de la Generalitat
eran los responsables de la financiación de la fiscalización acordada en
1701-1702. Y como durante la Visita de 1635-1636 ello fue también motivo de
tensiones entre consistorios. En este sentido, los diputados se negaron a financiar
el coste de todos aquellos oficiales de la Visita que no estuvieran previstos
en la legislación, situación que motivó un intercambio de embajadas entre
instituciones y que solamente se solucionó cuando la reina Isabel Cristina de
Brunswick intercedió en favor de los agentes fiscalizadores[87].


3.1. Las sentencias de la Visita Real de 1710-1711


A diferencia de la Visita ideada en el seno de las Cortes de
1599, la promulgada por la asamblea de 1701-1702 estableció que de la ejecución
de las sentencias se encargara la Generalitat de Catalunya. El hecho que
la monarquía aceptara que la Generalitat fuera la responsable tanto de
elegir parte de los visitadores como de ejecutar a los oficiales culpables ―aun perteneciendo estos al
ámbito jurisdiccional del monarca―,
solamente puede explicarse teniendo en cuenta el cambio que se produjo en el
seno de la institución de la tierra coincidiendo con el desenlace de la Guerra
dels Segadors en 1652. En efecto, si la monarquía permitió este extremo fue,
en buena medida, porque durante la segunda mitad del siglo xvii pasó a considerar a la Generalitat
como una institución situada dentro de su esfera jurisdiccional ―es importante recordar que
desde 1654 las bolsas de candidatos a diputados y oidores de cuentas eran
controladas por el monarca―[88].


De las dos inspecciones celebradas a partir de 1702 de las
que se conserva documentación, solamente para la de 1710-1711 se pueden
consultar sus registros al completo[89]. Especialmente
interesante resulta el referente a las sentencias generadas por la inspección ―contenido en la segunda
parte del mismo volumen que custodia las sentencias de la Visita del General de
1710-1711― en aras de
establecer una somera comparación entre los resultados de la Visita de
1635-1636 y la de 1710-1711. A pesar del contexto bélico que condicionaba en
gran medida la vida política del Principado, los siete visitadores encargados
de la fiscalización iniciada el mes de septiembre de 1710 dictaron un total de
18 sentencias. De estas, 10, el 55,55%, terminaron en absolución, mientras que
las 8 restantes, el 44,44% terminaron en condena. Se interpuso recurso contra
la mitad de las condenas, esto es, 4, pero ninguno de ellos prosperó. Asimismo,
contamos con el decreto de ejecución de todas aquellas que terminaron en
condena. Por lo que respecta a los oficiales procesados, hasta en 6 ocasiones
los acusados fueron notarios u escribanos y en otras 4 ocasiones porteros. Los
oficiales del territorio no aparecen representados y en cuanto a la cima de la
administración real en Cataluña, esto es, los oficiales de la Real Audiencia,
el canceller y el regent la Reial Cancelleria aparecen en dos
querellas que terminaron ambas en condena.


A la hora de comparar los resultados de las Visitas de
1635-1636 y 1710-1711 pueden destacarse dos grandes ideas: por un lado, el
hecho de entregar la visita diseñada en las Cortes de 1701-1702 a un consistorio
de siete visitadores elegidos por dos jurisdicciones sobre el papel diferentes ―la del rey y la de la Generalitat―, parece haber limitado el
cálculo político para con la instrucción de las querellas, hecho que se habría
traducido en querellas mejor fundamentadas ―todas
ellas a instancia del fisco―
y, por ende, una mayor tasa de culpabilidad; por otro lado, que en el caso de
la Visita de 1710-1711 se conserven los decretos de ejecución de todas aquellas
sentencias que terminaron en condena, también nos parece relevante en aras de
poder determinar hasta qué punto se hicieron efectivas las resoluciones del
tribunal, puesto que la publicación del decreto era el requisito administrativo
previo e indispensable a la ejecución efectiva de las sentencias. Sin ir más
lejos de la Visita de 1635-1636 solo conservamos algo menos de la mitad de los
decretos de ejecución ―6― del total de condenas ―13―.







Conclusiones


i. El sistema
de Visita de los oficiales reales del Principado de Cataluña ideado en las
Cortes catalanas de 1599 parecía, sobre el papel, perfectamente diseñado: a las
precauciones respecto a los naturales a la hora de ejercer el cargo de
visitador, tendría que sumarse el hecho de entregar semejante responsabilidad a
oficiales del más alto rango de la Monarquía Hispánica, así como el hecho de
delimitar de forma precisa los plazos del proceso para evitar dilatar las
causas en exceso. Sin embargo, Madrid y Barcelona entendieron de forma distinta
la naturaleza misma del sistema: mientras los primeros lo consideraban como una
herramienta fundamental para informarse acerca del comportamiento de los
oficiales que el rey tenía bajo su jurisdicción en el Principado, los segundos
lo estimaban como el principal mecanismo para corregir los agravios cometidos
por los oficiales reales, aunque ello supusiera incluso cuestionar las
prerrogativas del monarca en Cataluña. En este desacuerdo acerca de la naturaleza
del procedimiento radica, a nuestro entender, el progresivo desinterés de unos
y otros para que se aplicase la fiscalización dentro de los plazos previstos
por el Capítulo de Corte 5/1599[90].


2. El
desacuerdo entre Monarquía y país también explicaría que la Visita Real en
Cataluña destacara por la escasa incidencia del procedimiento respecto a su
objetivo fundamental, esto es controlar las actuaciones de los oficiales del
rey y castigar cualesquier contravenciones, excesos, delitos y negligencias[91]
cometidas por los mismos. Ya hemos visto que durante las Cortes de 1701-1702
los estamentos se quejaban de la escasa utilidad del proceso aprobado en 1599:
durante la Visita de 1710-1711 no se pudo condenar al escribano de mandamiento
Esteve Galceran porque a pesar de probarse que había ejercido sin ostentar el
título de notario ya en la Visita Real de 1678, ante la sentencia pendía un
recurso que aún no había sido resuelto[92]. Es más, incluso
el propio visitador don Matías de Bayetolá y Cabanillas se hizo eco del hecho de
que las reformas introducidas por sus predecesores en la administración del
Real Patrimonio en los condados de Rosellón y Cerdaña no se aplicaban[93].
Y como hemos expuesto anteriormente, tampoco los doctores de la Real Audiencia
de Cataluña parecían predispuestos a aplicar las recomendaciones que el
visitador-regente pretendía imponerles.


3. Sin embargo,
si bien la Visita instaurada en 1599 no permitió resolver los agravios de los
catalanes para con la administración del rey ni corregir las actuaciones de la
mayoría de los oficiales díscolos, sí que permitió que la Monarquía se hiciera
una idea del desbarajuste administrativo padecido por la institución en
Cataluña, situación que, como hemos visto, intentó atajarse mediante su estudio
en el Consejo Supremo de Aragón.


4. Toda la
experiencia acumulada a lo largo del seiscientos se tuvo en cuenta a la hora de
reformar el sistema de la Visita de los oficiales reales en las Cortes catalanas
de 1701-1702. Para ello, los estamentos y el rey acordaron un sistema coral en
el que tanto el reino ―a
través de la Generalitat―
como el rey estaban representados, al mismo tiempo que se reformulaba el
proceso inspirándolo en el sistema de la Visita del General. Sin embargo,
cabría no olvidar que el renovado sistema de fiscalización vio la luz en un
contexto histórico tan complicado como el de la Guerra de Sucesión Española:
aunque fue ratificado durante las Cortes de 1705-1706 ―siendo ya rey el Archiduque Carlos―, solamente pudieron celebrarse
dos Visitas Reales que actuaron sobre un territorio y número de oficiales
reducidos.


5. Para concluir, pensamos que debe enfatizarse el carácter
eminentemente político de la Visita Real en Cataluña, por lo menos en lo que
respecta a la de 1635-1636. Primero, porque tal y como demuestra el contencioso
acerca de la querella de la clau de comte, la admisión o no a trámite de
las querellas más importantes se hizo sobre la base del cálculo político de
aquello que era más conveniente a los intereses de la Monarquía. En segundo
lugar, por el doble papel jugado por don Matías de Bayetolá: visitador a la vez
que encargado de las levas de tropas para los ejércitos del rey en el Principado
de Cataluña y confidente de los principales ministros de Felipe iv sobre el estado de unos territorios
por aquel entonces ya constituidos como uno de los principales baluartes de la
Monarquía en la guerra que la enfrentaba a la Francia de Luis xiii. Sea como fuere, pensamos que
futuras investigaciones deberán profundizar sobre esta y el resto de las temáticas
abordadas a través del análisis sistemático de la documentación conservada
sobre esta institución tan relevante para comprender el alcance de las
estructuras gubernativas y de control de la Monarquía Hispánica de los Austrias
en Cataluña.
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